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Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

mediante providencia de 05 de febrero de 20211, por medio de la cual ordenó devolver el 

impedimento manifestado por la titular de este despacho para que se le dé el trámite 

establecido en el artículo 131 del CPACA. 

 

Así, conforme lo señala el numeral 1º del artículo 131 de la Ley 1437 de 20112, sería del 

caso ordenar que sea remitido el expediente de la referencia al juez que sigue en turno, 

no obstante, conforme lo dispone el parágrafo 1° del artículo 4º del Acuerdo PCSJA23-

12034 del 17 de enero de 2023, prorrogado por el artículo 8° del  Acuerdo PCSJA23-12055 

del 31 de marzo de 2023, proferidos por el Consejo Superior de la Judicatura, el proceso 

debe ser remitido a los Juzgados Administrativos Transitorios de la Sección 

Segunda, por cuanto fueron creados para conocer de los procesos originados de las 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, para el caso, la Fiscalía General de la Nación; lo anterior, previa declaratoria del 

impedimento por parte de la titular del despacho, ahora de forma individual. 

 

Pues bien, se observa que las pretensiones de la demanda están encaminadas a obtener 

el reajuste de la asignación mensual teniendo en cuenta la inclusión de la bonificación 

judicial, creada mediante el Decreto 382 de 2013 para los funcionarios de la Fiscalía 

General de la Nación. 

Al respecto, debe precisarse que la norma en mención, guarda una estrecha relación con 

el Decreto 383 de 2013, por cuanto ambos tienen sustento, objeto y causa idéntica, pues, 

se ocupan de la creación de una bonificación judicial, tanto para los funcionarios de la 

Fiscalía como para los de la Rama Judicial, por cuanto disponen que se reconocerá 

mensualmente y constituirá únicamente como factor salarial para la base de cotización al 

                                                           
1 Cuaderno Impedimento folios 13 y 14 
2 “ARTÍCULO 131. TRÁMITE DE LOS IMPEDIMENTOS. Para el trámite de los impedimentos se observarán 
las siguientes reglas: 
(…) 

 
1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá 
declararse impedido cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el 
conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez único, 
ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para que decida si el impedimento es fundado, caso 
en el cual designará el juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente para que el 
mismo juez continúe con el asunto.” 

 



Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, para 

los funcionarios de dichas instituciones. 

 

Frente a tal situación, el despacho considera preciso señalar la normativa vigente respecto 

a los impedimentos y recusaciones de los jueces, como quiera que lo solicitado por la parte 

actora, tiene que ver con un derecho legal reconocido para los funcionarios de la Fiscalía 

General de la nación, como para los de Rama Judicial que cumplan determinadas 

condiciones.  

 

Sobre el particular, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en el artículo 130, establece que los jueces deberán declararse impedidos, 

en este evento. Puntualmente el artículo 141 del Código General del Proceso, dispone: 

 

“Artículo 141. Son causales de recusación las siguientes: 
 
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés 
directo o indirecto en el proceso.” (Destacado fuera de texto). 

 

En cuanto a los intereses que puedan resultar dentro de los litigios que pretenden el estudio 

del régimen prestacional de los funcionarios de la Rama Judicial, el H. Consejo de Estado 

en providencia del dos (2) de noviembre de dos mil dieciséis (2016), con ponencia la 

Magistrada Stella Conto Díaz Del Castillo, sostuvo:  

 

“Los impedimentos se establecen como garantía de la imparcialidad de los 
funcionarios judiciales en el desempeño de su labor, para ello la ley procesal 
relaciona, de manera taxativa, causales cuya configuración, en relación, con 
quien deba decidir un asunto, determinan su separación del conocimiento. 
                     (…) 
  

La Sala Plena de esta Corporación ha entendido que para que se configure el 
impedimento “es menester que se trate de un interés particular, personal, cierto 
y actual, que tenga relación, al menos mediata, con el caso objeto de 
juzgamiento, de manera que impida una decisión imparcial”3. 
 
En el sub lite, se advierte que los magistrados de la Sección Segunda de esta 
Corporación incurren en la aludida causal de impedimento, habida cuenta del 
interés indirecto en el resultado del proceso, toda vez que a algunos de los 
colaboradores de estos despachos se les aplica el régimen salarial del 
demandante. 
 
Esto es así, porque, la ley que el demandante considera debe aplicarse a su 
caso contiene disposiciones en materia salarial que rigen también para los 
Magistrados Auxiliares del Consejo de Estado, como lo ha considerado esta 
Corporación”.  

 

En este sentido, en reciente pronunciamiento el H. Consejo de Estado - Sala Plena de la 

Sección Segunda4, en un caso en el cual se discutía también el carácter salarial de factores 

                                                           
3 Ver, entre muchos otros, el auto del 27 de enero de 2004. Radicación número: 11001-03-15-000-2003-1417-0. M.P. 

ALIER EDUARDO HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ. 
4 Del 27 de septiembre de 2018, publicado en estado del 7 de diciembre de 2018, Radicación número: 25000-23-42-000-

2016-03375-01(2369-18). Consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Actor: Martha Lucía Olano Guzmán. Demandado: 
Fiscalía General de la Nación.  



que devengan Magistrados y Fiscales Delegados ante aquellos, fue rectificada su 

posición sobre el tema, en tanto que se expuso:  

 

Encontrándose el proceso para decidir el recurso de apelación interpuesto por 
el apoderado de la Fiscalía General de la Nación, los suscritos Consejeros 
encuentran que se presenta una de las causales de impedimento previstas en 
el Código General del Proceso para conocer del presente asunto, por cuanto 
pese a que dentro del sub lite, a través de auto del 19 de octubre de 20175, se 
declaró infundado el impedimento manifestado por los Magistrados del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca en tanto la demandante es beneficiaria del 
régimen salarial especial de la Fiscalía General de la Nación contemplado en el 
Decreto 53 de 19936, dicha postura se replanteará en esta oportunidad 
procesal, por las razones que pasan a exponerse:  
 
7. Lo pretendido por la demandante es el reconocimiento de la prima especial 
de servicios y la bonificación por compensación como factor salarial, a efectos 
de que se ordene la reliquidación de sus prestaciones sociales con base en 
dichos emolumentos y la correspondiente indexación. 
 
 8. Ahora bien, como se expuso, la actora está regulada por el régimen especial 
de la Fiscalía General de la Nación, en cuyo artículo 4º ibídem contempló la 
denominada «prima especial, sin carácter salarial»; por consiguiente, se 
encuentra contemplada en una disposición diferente a aquella que contempló 
dicho emolumento para los magistrados, entre otros, del Consejo de Estado, 
pues de ello se ocupó el legislador a través del artículo 15 de la Ley 4ª de 19927.  
 
9. De lo anterior, se extrae que si bien una y otra prima especial se encuentran 
reguladas en instrumentos normativos diferentes, lo cierto es que el objeto de 
discusión en este proceso es el carácter salarial del porcentaje devengado a 
título de prima especial de servicios, que no ha sido tenido en cuenta para la 
liquidación de las prestaciones sociales, lo que podría conllevar a un beneficio 
para los Magistrados que integran esta Corporación. 
 
(…) 
 
La intervención como jueces de conocimiento, afectaría la posición de 
neutralidad que debe caracterizar al funcionario judicial. El interés indirecto que 
tiene el conjunto de magistrados en la actuación judicial, hace que no se 
preserve la idoneidad suficiente que podría llevar a alterar el juicio de los 
funcionarios, restándole eficacia a los atributos de independencia, equilibrio e 
imparcialidad que deben determinar la función judicial. (negrilla fuera de texto) 

 

En el mismo sentido se pronunció la Sección Tercera de dicha Corporación, al resolver el 

impedimento propuesto en caso similar por la Sección Segunda8: 

 

                                                           
5 Folios 133 y 134 del expediente.  
6 «Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la Fiscalía General de 
la Nación y se dictan otras disposiciones.» 
7 «Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y 
para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política.[…] 
ARTÍCULO 15. Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte 
Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal 
General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima especial de 
servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los 
miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros del 
Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.» 
Aparte tachado INEXEQUIBLE  
8 CONSEJO DE ESTADO- SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- SECCIÓN TERCERA-SUBSECCIÓN A. 

Consejero Ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. Bogotá D.C., doce (12) de julio de dos mil dieciocho (2018). 
Radicación número: 11001-03-25-000-2017-00806-00(61090). Actor: Harold Hernán Moreno Cardona. Demandado: Nación 
– Ministerio de Hacienda y Crédito Público y otros. 
Referencia: Nulidad por Inconstitucionalidad - Incidente de Impedimento.   

 

 



En la manifestación de impedimento se arguyó, por un lado, que de las 
pretensiones de la demanda se desprende un interés directo en las resultas del 
proceso de todos los Magistrados que integran la Sala Plena de la Sección 
Segunda, puesto que el fin de los demandantes es obtener la declaratoria de 
nulidad parcial del artículo 1º del decreto 382 de 2013, modificado por el decreto 
22 de 2014, el cual creó una bonificación judicial para los servidores de la 
Fiscalía General de la Nación y, a su vez, dispone que ésta, “…  constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en salud” y, por otro lado, 
que el resultado del proceso tendría una afectación directa sobre el ingreso base 
de liquidación al momento de calcular la pensión de vejez de quienes se 
declaran impedidos, toda vez que estos son beneficiarios de una bonificación 
judicial. 
 
Luego de analizar la situación fáctica planteada y la causal invocada, la Sala 
encuentra que, si bien es cierto, el decreto demandado creó una bonificación 
judicial únicamente a favor de los funcionarios de la Fiscalía General de la 
Nación, la decisión que se adopte al fallar el proceso puede afectar 
indirectamente a los Magistrados de esta Corporación, toda vez que han sido 
beneficiarios de una bonificación judicial durante su vida laboral. 

 

Por lo anterior, el despacho se acoge a la postura replanteada por el H. Consejo de Estado, 

en el sentido de advertir la existencia de un interés indirecto en los temas que se ventilan 

sobre la reliquidación de prestaciones en atención a la inclusión de la bonificación judicial 

para funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, no obstante que su regulación 

normativa se halle en un instrumento diferente al de los funcionarios de la rama judicial.  

 

En el caso en estudio se advierte que la reclamación de la parte demandante tiene que ver 

con el reajuste de la asignación salarial, con la inclusión de la bonificación judicial, creada 

mediante el Decreto 382 de 2013; sin embargo, tal como se dijo inicialmente guarda una 

estrecha relación con el Decreto 383 de 2013, pues, ambos tienen sustento, objeto y causa 

idéntica. Por esta razón, se hace necesario declarar la existencia de un impedimento para 

conocer y decidir el asunto, debido al interés indirecto que genera la pretensión solicitada, 

como fue precisado en la providencia en cita. 

 

Adicionalmente, se pone de presente que, como Juez de la República, la titular del 

despacho agotó la vía administrativa en lo que toca con el reajuste de los emolumentos que 

devenga, con inclusión de la bonificación judicial creada mediante el Decreto 383 de 2013, 

en la actualidad en trámite. 

 

Por todo lo anterior, en aras de salvaguardar la imparcialidad de la recta administración de 

justicia, la cual debe reflejarse en todos los asuntos que se ventilen ante ella, en calidad de 

Juez titular del despacho lo procedente es declarar impedida a la suscrita, por 

configurarse las razones indicadas en los párrafos precedentes. 

 

Así las cosas, se remitirá el presente medio de control a los mencionados juzgados 

transitorios, con el fin de que dé tramite al proceso de la referencia. 

 

En consecuencia, se RESUELVE: 

 



PRIMERO. – Declarar impedida a la Juez titular de este despacho para conocer el asunto 

de la referencia, de conformidad con las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. - Remitir estas diligencias a los Juzgados Administrativos Transitorios del 

Circuito Judicial de Bogotá D.C. – Sección Segunda (REPARTO), previas las 

anotaciones a que haya lugar. 

  

TERCERO. - Advertir a las partes, que en atención a las medidas adoptadas por las 

autoridades para la contención del contagio y propagación del virus COVID – 19, la 

contestación o cualquier memorial con destino a este proceso, deberá remitirse única y 

exclusivamente, vía digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  

con: i) identificación con número completo del expediente; ii) partes del proceso; iii) nombre 

del Despacho Judicial a quien lo dirige y iv) asunto. Además, conforme con lo previsto en 

el artículo 78, numeral 14 del CGP, deberán enviar a los demás sujetos procesales, a través 

de los canales digitales elegidos para los fines del proceso, un ejemplar de todos los 

memoriales o actuaciones que realicen, en el término allí establecido, so pena de las 

consecuencias allí contempladas. 

 

 

Notifíquese y cúmplase. 
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